
 

 

 

 

 

 

 

Banco de Resoluciones en temas de litigio estratégico  
JURISPRUDENCIA CASO No. 112-14-JH 

 

TRIBUNAL Corte Constitucional del Ecuador 

MATERIA Constitucional, Acción de Habeas Corpus 

INTERVINO LA DEFENSORIA 
PUBLICA 

Si 

DATOS DEL DEFENSOR/A 
PUBLICO 

Alexis Costa González 

DERECHOS INVOLUCRADOS Derechos a la libertad personal, integridad física y psicológica, derechos 
indígenas 

BREVE RELACION DE LOS 
HECHOS 

En el presente caso la Corte Constitucional analiza la acción de Habeas 

Corpus presentada por el abogado particular Andrés Abelino Acaro Álvarez 

y el defensor público de Orellana Alexis Costa González en favor de las 

personas privadas de libertad. Esta acción fue propuesta en razón de que, 

según el accionante, al estar habituados a la vida en la selva, cultura, 

costumbres e incluso alimentación de su comunidad, las condiciones del 

Centro de Rehabilitación Social de Sucumbíos estarían afectando a la 

integridad física y psicológica de las personas privadas de libertad. 

 

Los primeros días del mes de marzo de 2013, cerca del poblado conocido 

como Yarentaro (provincia de Orellana) la pareja de ancianos waorani 

Ompore Omehuai y Buganei Caiga fueron atacados y muertos con lanzas 

por un grupo de indígenas en aislamiento Tagaeri Taromenane. En 

respuesta a este hecho, familiares de los ancianos asesinados ingresaron al 

territorio de los pueblos indígenas en aislamiento, dieron muerte a un 

grupo de indígenas Tagaeri Taromenane y extrajeron a dos niñas de tres y 

seis años quienes fueron posteriormente integradas a los grupos familiares 

waorani. 

 

El 06 de marzo de 2014 se llevó a cabo la correspondiente audiencia dentro 

de la acción de hábeas corpus. El 11 de marzo de 2014, la Corte Provincial 

de Justicia de Orellana negó la acción de hábeas corpus. 

 

El 16 de septiembre de 2014, el juez del Juzgado Segundo de Garantías 

Penales de Francisco de Orellana ordenó la inmediata libertad de las 

personas privadas de libertad, en razón de haberse sustituido la orden de 

prisión preventiva en la audiencia de revisión de medida cautelar. 

 

la Corte Constitucional profundizo en los siguientes aspectos: (1) Contexto 

y marco constitucional; (2) La privación de la libertad de personas 

pertenecientes a pueblos indígenas de reciente contacto; (3) La protección 



 

de derechos de las personas indígenas de reciente contacto mediante la 

acción de hábeas corpus; (4) La integridad personal de los miembros de los 

pueblos indígenas de reciente contacto y (5) Criterios sobre 

interculturalidad, prevención de la conflictividad y coordinación entre 

autoridades estatales e indígenas. 

 

El hábeas corpus presentado a favor de siete indígenas waorani procesados 

en 2013 por la muerte de un grupo familiar Tagaeri y Taromenane no 

puede ser debidamente analizado desde el punto de vista constitucional 

sin considerar el proceso histórico-antropológico y la complejidad cultural 

de estos pueblos, lo cual se profundiza en los peritajes ordenados por la 

Corte para esta causa. En esta sección se sintetizan algunos datos 

esenciales presentados en dichos peritajes. 

 

La Corte entiende la interpretación intercultural como un proceso de 

determinación de significados de disposiciones normativas, así como de 

costumbres y hechos con relevancia jurídica, definidos a partir del diálogo 

entre culturas diversas, en condiciones de igualdad. 

 

Se debe considerar que los principios de plurinacionalidad e 

interculturalidad deben reflejarse también en la administración de justicia, 

más aún cuando existan procesos judiciales penales en contra de las 

personas de pueblos, comunidades o nacionalidades indígenas. En este 

sentido, en los casos que involucren a personas pertenecientes a 

comunidades o nacionalidades indígenas, la autoridad judicial que conozca 

la acción de hábeas corpus deberá realizar una interpretación intercultural, 

así como tener en cuenta los usos y costumbres y derecho 

Indígena de la cultura involucrada. 

 

La corte constitucional analizo que los pueblos indígenas en aislamiento 

son pueblos integrados en los ecosistemas que habitan sin que mantengan 

contactos regulares o sostenidos con la población mayoritaria del Ecuador. 

Estas diferencias culturales exigen de una especial protección para estos 

pueblos, así como el respeto absoluto del principio de no contacto.  

 

En esa medida, la Corte enfatiza que por el principio constitucional e 

internacional de no contacto, sus miembros no pueden ser procesados 

penalmente, por tanto, tampoco cabe dictar medidas cautelares privativas 

de libertad en su contra. Cualquier medida que se adopte a su favor tendrá 

como fin, “...garantizar sus vidas, hacer respetar su autodeterminación y 

voluntad de permanecer en aislamiento, y precautelar la observancia de 

sus derechos” conforme lo establecido en el artículo 57 de la Constitución. 

 

En el caso específico del hábeas corpus es indispensable que cuando esta 

garantía es interpuesta por personas indígenas o a nombre de ellas, los 

respectivos jueces, cortes, y defensores públicos, tomen en cuenta las 

diferencias culturales de dichas personas y sus comunidades. 



 

 

La Corte considero que las sanciones privativas de libertad en los casos de 

los pueblos indígenas son de última ratio, con mayor razón lo serán las 

medidas de aseguramiento como la prisión preventiva (naturaleza 

cautelar), que tiene características propias como su condicionalidad, está 

sujeta a la subsistencia de los indicios o elementos de convicción que la 

motivaron; modificabilidad, puede ser revocada o sustituida por otras 

medidas cautelares; y, su temporalidad. 

 

La orden de prisión preventiva dictada en contra de miembros de los 

pueblos de reciente contacto, fue dictada incumpliendo la obligación de 

toda autoridad judicial de desarrollar una interpretación intercultural al 

momento de aplicar el derecho ordinario. Tampoco previo a la audiencia 

de formulación de cargos ni durante dicha audiencia se adoptó algún 

procedimiento que permita abrir un diálogo intercultural, fundado en el 

conocimiento de la cultura wao. Todo ello impidió alcanzar una 

comprensión intercultural de las normas y provocó que la privación de 

libertad de los accionantes sea arbitraria, sin que aquello sea observado 

por el Tribunal que conoció la acción de hábeas corpus. 

En el hábeas corpus bajo revisión se recalca en la demanda que los 

indígenas waorani privados de libertad “son hombres que nacieron libres y 

su hábitat natural es la selva”. En la demanda se detalla la significación y 

consecuencias específicas que la privación de libertad tuvo para los 

indígenas waorani, considerando su cultura y vínculo con la naturaleza y su 

comunidad. Por tal razón era imperativo para los jueces desarrollar una 

interpretación intercultural que les permitiera entender dichas 

consecuencias desde la perspectiva de la cultura de los propios privados de 

libertad y de sus comunidades. 

 

Para los miembros de nacionalidad Waorani, principalmente para quienes 

forman parte de las generaciones más antiguas, la privación de la libertad 

de sus miembros puede ser considerada como una amenaza o riesgo 

proveniente de personas ajenas a sus comunidades (cowuri). Ante esta 

amenaza podría activarse el código guerrero y cobrar venganza para su 

liberación, acciones que podrían estar dirigidas a cualquier persona que sea 

considerada como parte de esa amenaza, pues como se ha indicado existe 

una escasa comprensión del sistema jurídico ordinario. 



 

 

 
 

La corte señala que las relaciones entre el sistema jurídico ordinario y el 

derecho propio de las comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas no 

son homogéneas y responden, en cada caso, a sus procesos sociales e 

históricos. Por ello, si bien la privación de la libertad es una medida prevista 

por la normativa penal en el sistema Jurídico ordinario, en el derecho de 

las comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas, esta no siempre es 

comprendida y asumida como una respuesta adecuada o consecuencia 

lógica ante la infracción de una norma. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO Artículo 1,  57, 171 436 numeral 6, 77.7 lit. a,  de la                                   Constitución de la 
República. 
Artículo 66 de la LOGJCC. 
Artículo 344 del COFJ 

CONTEXTO SOCIAL Y 
ECONÓMICO DEL CASO 

Personas indígenas de la nacionalidad Waorani privadas de libertad 

INSTANCIA PROCESAL EN LA 
QUE SE EMITE LA SENTENCIA 

Corte Constitucional 



 

 

 
INSTRUMENTO Y/O CRITERIO 
INTERNACIONAL INVOCADO 

Artículos 10, 26, 27, 28, 29, 30 y 32 de la Declaración de la ONU sobre los 
Derechos de los Pueblos Indígenas 
Articulo XIII numeral 3 de la Declaración Americana sobre los derechos de 
los Pueblos Indígenas 

  Artículo 8 de la Declaración de Pueblos Indígenas 
  El Convenio 169 de la OIT 

MEDIDAS DE REPARACIÓN 
INTEGRAL ADOPTADAS 

- La Secretaría de Derechos Humanos, en coordinación con el Comité de 
Seguimiento y Monitoreo, en el ámbito de sus competencias, deben 
adoptar e implementar un plan que incluya medidas destinadas a 
asegurar el respeto de la autodeterminación de los pueblos indígenas 
de reciente contacto y el principio de no contacto de los pueblos 
Tagaeri y Taromenane. Estas medidas deben incluir la intervención 
estatal inmediata y efectiva para el desmantelamiento de los 
campamentos ilegales de cacería y tala de madera en la Zona Intangible 
del Parque Nacional Yasuní. Este plan debe necesariamente estar 
precedido de la correspondiente consulta previa, libre e informada a 
los pueblos de reciente contacto. Y en virtud del principio de no 
contacto, esta consulta no debe realizarse a los pueblos indígenas en 
aislamiento 

- A efectos, de elaborar este plan también se debe contar con la 
participación de las autoridades indígenas de la nacionalidad Waorani, 
las autoridades de los gobiernos autónomos descentralizados 
parroquiales, municipales y provinciales de la Provincia de Orellana, 
organizaciones de la sociedad civil, iglesia, academia y expertos en el 
tema. 

- El Consejo de la Judicatura, la Defensoría Pública, la Fiscalía y la 
Defensoría del Pueblo, en el marco de sus competencias, con la 
participación de autoridades y organizaciones indígenas, formulen 
coordinadamente un plan participativo para fortalecer el enfoque 
intercultural en los órganos de justicia. 

- El Consejo de la Judicatura deberá asegurar la capacitación y 
sensibilización a juezas y jueces, fiscales y defensoras y defensores 
públicos a nivel nacional con el contenido de esta sentencia. La difusión 
del contenido de esta sentencia y de los peritajes a todos los 
operadores de justicia a nivel nacional y la publicación de su contenido 
en las páginas web de estas instituciones y en los idiomas en que se 
dispone su traducción.  

- Considerando las afectaciones que las personas indígenas waorani 
sufrieron durante su privación de libertad, el SNAI con la participación 
de autoridades y organizaciones indígenas y en coordinación con la 
Defensoría del Pueblo, formule un protocolo de atención especializada 
para personas indígenas con base en los parámetros de esta sentencia. 

- - A fin de que el contenido de esta sentencia sea difundida y llegué a los 
pueblos y comunidades indígenas debe ser traducida al kichwa y shuar, 
idiomas de relacionamiento intercultural conforme lo dispone la 
Constitución, en waoterero, idioma de la nacionalidad Waorani.  

 



 

 

FALLO - Dejar sin efecto la sentencia No 223-2013 emitida por el 11 de marzo 
de 2014 por la Sala Única de la Corte Provincial de Justicia de Orellana. 

- Declarar la vulneración del derecho a la libertad e integridad personal 
de Quimontari Orengo Tocari Coba, Omeway Tega Boya Guinegua, 
Kaguime Fernando Omeway Dabe, Tague Caiga Baihua, Wilson Enrique 
Baihua Caiga, Cahuiya Ricardo Napahue Coba y Velone Emou Tañi Paa 
y aceptar la acción de hábeas corpus presentada a su favor. 

- Considerar que, en cuanto a las vulneraciones a la libertad e integridad 
personal de las personas pertenecientes a la nacionalidad Waorani que 
fueron privadas de libertad, esta sentencia constituye en sí misma una 
forma de reparación. 

- Que la Secretaría de Derechos Humanos, en coordinación con el 
Comité de Seguimiento y Monitoreo elabore un plan con medidas 
concretas a fin de asegurar el respeto de la autodeterminación de los 
pueblos indígenas de reciente contacto y el principio de no contacto 
de los pueblos en aislamiento, Tagaeri y Taromenane. 

- Las autoridades de las comunidades indígenas y las organizaciones 
indígenas y de la sociedad civil podrán remitir a esta Corte información 
sobre el cumplimiento de lo dispuesto en esta sentencia. 

- Disponer a la Secretaría General y a la Secretaría Técnica Jurisdiccional 
de esta Corte coordinen la traducción íntegra de esta sentencia y de 
los peritajes realizados a los idiomas waoterero, shuar y kichwa y la 
promoción de su contenido. 

- Disponer la apertura de la fase de seguimiento de esta sentencia 
constitucional. La Corte podrá convocar a audiencias de seguimiento y 
solicitar informes de ejecución de la sentencia. 

VOTACIÓN POR LA QUE FUE 
ADOPTADA 

La Sentencia fue aprobada por el Pleno de la Corte Constitucional con ocho 
votos a favor, de los Jueces Constitucionales, Agustín Grijalva Jiménez, 
Enrique Herrería Bonnet, Alí Lozada Prado, Teresa Nuques Martínez, 
Daniela Salazar Marín y Hernán Salgado Pesantes. 
Sin contar con la presencia de la Jueza Constitucional Carmen Corral Ponce 

VOTOS CONCURRENTES O 
DISIDENTES: 

Karla Andrade Quevedo, Ramiro Avila Santamaría.  

OTROS DATOS DE INTERÉS:LINK 
DE LA SENTENCIA DE LA CORTE 
CONSTITUCIONAL 

http://esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/v1/10_DWL_FL/e2NhcnBldG
E6J3RyYW1pdGUnLCB1dWlkOic3NWNiMTUyOC1hNDEyLTRkNTctYTRlZi1kMjMzY
mE5MTBlZDEucGRmJ30= 

 
 
  

http://esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/v1/10_DWL_FL/e2NhcnBldGE6J3RyYW1pdGUnLCB1dWlkOic3NWNiMTUyOC1hNDEyLTRkNTctYTRlZi1kMjMzYmE5MTBlZDEucGRmJ30
http://esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/v1/10_DWL_FL/e2NhcnBldGE6J3RyYW1pdGUnLCB1dWlkOic3NWNiMTUyOC1hNDEyLTRkNTctYTRlZi1kMjMzYmE5MTBlZDEucGRmJ30
http://esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/v1/10_DWL_FL/e2NhcnBldGE6J3RyYW1pdGUnLCB1dWlkOic3NWNiMTUyOC1hNDEyLTRkNTctYTRlZi1kMjMzYmE5MTBlZDEucGRmJ30


 

 

 

 
Aprobado por: Abg. Esteban Oswaldo Revelo 

Director de Litigación 
Estratégica, Casación y 
Revisión 

 

 

 

 

 

Revisado por: Abg. Desiree Noelis Boada 

Analista de Litigación 
Estratégica, Casación y 
Revisión 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Elaborado por: Abg. Gabriel Alejandro 
Paladines 

Asistente de Litigación 
Estratégica, Casación y 
Revisión 
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